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Resumen: el presente artículo aborda la relevancia de la profesión jurídica en el trasegar de 

la historia de la humanidad, la responsabilidad deontológica de quienes la practican y las 

interferencias indebidas en el ejercicio que afectan a las personas que son objeto de la 
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potestad sancionadora de los Estados, así como de quienes reclaman el acceso efectivo a la 

administración de justicia. Asimismo, analiza la obligación y los desafíos para garantizar la 

protección del ejercicio libre e independiente de la profesión mediante la adopción de 

medidas orientadas a un bien mayor, como la promoción y materialización de los derechos 

humanos en Estados de derecho y sociales de derecho en Colombia y América Latina. 

 

Palabras clave: deontología, derechos humanos, Estado de derecho, ética, interferencias 

indebidas, profesión jurídica, responsabilidad disciplinaria. 

 

Abstract: This article addresses the significance of the legal profession throughout human 

history, the ethical responsibilities of its practitioners, and the undue interference in its 

practice that affects individuals subject to the punitive power of the State as well as those 

seeking effective access to the justice system. It also analyzes the obligation and challenges 

involved in guaranteeing the free and independent practice of the profession through 

measures aimed at a greater good—specifically, the promotion and realization of human 

rights within the framework of the rule of law and the social state governed by the rule of 

law in Colombia and Latin America. 
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I. INTRODUCCIÓN 

El ejercicio de la profesión jurídica ha trascendido a lo largo de la historia de la humanidad, 

lo que ha generado su evolución de acuerdo con las diferentes épocas. En los tiempos antes 

de Cristo, correspondía a los procesados ejercer su propia defensa en los juicios orales 

adelantados en su contra. Posteriormente, durante la Edad Media, el ejercicio de la profesión 

fue limitado como consecuencia de la injerencia y el control de la Iglesia, mientras que en la 

época del Renacimiento y la Reforma se asentó el pensamiento crítico de quienes la ejercían. 

En el siglo XVII se gestó la concepción de la humanización del proceso penal, 

orientada a garantizar juicios justos y procesos en los que se reconociera la dignidad humana 

de los procesados. Por otro lado, en la época moderna se evidenciaron transformaciones 
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sociales, económicas y relacionadas con el pensamiento sobre los derechos y las libertades, 

así como la consolidación de la filosofía política de Estado de derecho y el principio social 

de derecho. 

La época contemporánea se caracteriza por el afianzamiento del Sistema Universal y 

Regional de los Derechos Humanos debido a la Segunda Guerra Mundial, la emisión de 

tratados y convenciones internacionales incorporados a los ordenamientos jurídicos internos, 

las consecuencias de la pandemia en la administración de justicia, la convivencia de la 

inteligencia artificial (IA) en la existencia humana y la reiteración de la utilización de los 

Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias (MASC) para fomentar el diálogo y 

la reconstrucción de los tejidos sociales.  

En el trasegar histórico se evidencia la relevancia de la profesión jurídica, marcada 

por las concepciones sociales y económicas según las realidades de las épocas, así como la 

responsabilidad de quienes ejercen la abogacía frente a la sociedad y a las personas que 

representan en las causas jurídicas, bajo una exigencia deontológica para regular el ejercicio 

de la profesión por parte de los Estados y los andamiajes jurídicos. 

De ese modo, se destacan las posibles injerencias indebidas en el ejercicio libre e 

independiente de los profesionales de la ciencia jurídica, lo que repercute en sus propios 

derechos, particularmente en los de las personas que representan en los diferentes escenarios, 

jurisdicciones y estancias procesales. Esto obstaculiza el adecuado y eficaz ejercicio de la 

profesión conforme con las normas jurídicas internas y los tratados internacionales suscritos 

y ratificados por los Estados. 

Por esta razón, se les atribuye a los Estados la responsabilidad de amparar y garantizar 

el ejercicio libre e independiente de la profesión jurídica mediante la adopción de medidas 

para la promulgación y materialización de los derechos humanos de quienes reclaman el 

acceso a la administración de justicia ante los juzgados y tribunales judiciales, así como ante 

los órganos administrativos que comprenden el andamiaje estatal.  

La investigación se desarrolla bajo una metodología cualitativa, mediante el análisis 

de textos, tratados internacionales, informes de relatoría de las Naciones Unidas para los 

Derechos Humanos y decisiones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte 

IDH). Esto permite abordar un enfoque analítico con crítica social, especialmente en 

Colombia y América Latina, en el que se destaca la relevancia de la profesión jurídica, la 
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responsabilidad deontológica de quienes la practican y las interferencias indebidas en el 

ejercicio, las cuales afectan a las personas que son objeto de la potestad sancionadora de los 

Estados, así como a quienes reclaman el acceso efectivo a la administración de justicia. 

También se estudian las obligaciones y los desafíos de los Estados de garantizar la protección 

del ejercicio libre e independiente de la profesión mediante la adopción de medidas 

orientadas a la promoción y materialización de los derechos humanos. 

 

II. RELEVANCIA DE LA PROFESIÓN JURÍDICA EN EL TRASEGAR DE LA 

HISTORIA DE LA HUMANIDAD 

En el presente capítulo se aborda la pervivencia de la profesión jurídica en el trasegar de la 

historia de la humanidad, cómo su ejercicio se ha visto marcado por las concepciones 

sociales, económicas, ideológicas y religiosas, y cómo ha evolucionado para responder a las 

necesidades, los conflictos, las realidades y las transformaciones de las épocas, de 

conformidad con el principio del derecho dinámico, en beneficio de los derechos y las 

libertades de las personas que realizan el llamado a los conocimientos de los profesionales 

de la ciencia jurídica. 

Bajo este enfoque, Vázquez2 señaló que el derecho no es una ciencia exacta; por ello, 

todos los posicionamientos jurídicos son defendibles para comprender que muchos de los 

principios fundamentales del derecho, que se consideran eternos e inviolables, realmente son 

fruto de la concepción social y la doctrina de la época en que se aplican. El autor advirtió que 

esto no quiere decir que dichos principios sean más o menos acertados o correctos, sino que 

son el fruto de la sociedad y el derecho de su tiempo. 

El concepto de abogado proviene del latín advocatus que significa 

“llamado en auxilio”, es decir, persona que ejerce profesionalmente la 

defensa jurídica de una de las partes en juicio, así como en los procesos 

judiciales y administrativos ocasionados o sufridos por estas. Además, se 

encarga de asesorar y dar consejos en materias jurídicas, siendo 

determinado en función de las tareas que desempeña, más que por lo que 

es. 

 
2 Cfr. VÁZQUEZ TAÍN, José Antonio, Grandes juicios de la historia, Espasa, España, 2018. 
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Algunos autores consideran a Pericles como el primer abogado del mundo 

(495 a. C. – 429 a. C.), quien, aparte de gozar de reconocimiento como 

estadista y militar, resaltaba por sus grandes habilidades como orador. 

Eran tiempos en que la dinámica de los juicios se adelantaba de forma oral 

y las partes adquirían la carga de defenderse personalmente sin contar con 

asesoría legal. Sin embargo, se garantizaba la posibilidad de valerse de 

amigos o parientes para que, de manera secundaria, intervinieran en su 

favor. Fue en estos escenarios en donde Pericles obtuvo popularidad en 

Atenas y ciudades cercanas en tanto que con el don de la oratoria venció 

en juicios relevantes de la época.3 

 

Otros autores identificaron a Antífona (c. 480-411 a. C.) como precursor del 

desarrollo y la práctica jurídica ateniense, lo cual se destaca en su retórica y defensa jurídica. 

Igualmente, se considera a Lisias (c. 445-411 a. C.) como un destacado logógrafo reconocido 

por su retórica judicial, así como a Demóstenes (384-332 a. C), con su notable estilo oratorio, 

particularmente en asuntos que protegían a Atenas del gobierno macedonio.4  

En la edad antigua, más específicamente en Grecia y Roma, la profesión 

fue considerada noble y respetada, tanto así que los abogados eran 

entrenados en retórica y persuasión para utilizar estas habilidades en la 

representación de causas civiles y penales.5 

 

En este sentido, se admitía el cobro de honorarios por las defensas; por lo tanto, el 

emperador, Claudio en Roma, legalizó la profesión, lo que permitió el cobro de manera 

limitada.6   

En la Edad Media, los abogados fueron considerados hombres santos 

exigiéndoseles votos de pobreza antes de ejercer la práctica. La iglesia 

desplegaba un amplio control y poder en el derecho y la justicia, limitando 

 
3 VARGAS, Ruth Yamile, Relevancia y dignificación del ejercicio libre e independiente de la profesión 
jurídica, ICDP, párr. 3. https://tinyurl.com/3nnn9bnd 
4 Cfr. KAUR, Ramit, “Famous Ancient and Medieval Lawyers: A Brief History of Legal Profession”, Casefox, 
2025. https://tinyurl.com/4fk94v8c 
5 VARGAS, op. cit., párr. 4. 
6 Cfr. KAUR, Ramit, op. cit. 
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la independencia de la abogacía en una época en donde se asentía la 

Inquisición. Un tiempo en el que brillaban por su ausencia las garantías 

en favor de los procesados especialmente en causas penales. Esto se 

consolidó en la forma de controlar el pensamiento y castigar cruelmente a 

quienes osaran contradecir los dogmas, creencias y paradigmas que 

imperaban o a quien cometiera delitos. 

En la época del Renacimiento y la Reforma durante el siglo XVI deviene la 

libertad de pensamiento incluso desde la crítica, constituyéndose en 

pilares fundamentales. Lo cual conlleva a una capacitación superior e 

independencia en la profesión. Durante la ilustración obró una 

transformación cimentada en la razón y la lógica, por lo que las personas 

que ejercían el derecho fundamentaban sus argumentos en la evidencia y 

la ley, los derechos naturales y la representación para reivindicar y 

materializar derechos y libertades. 

Fue hacia el siglo XVIII en el que se gestó una concepción de la 

humanización de los procesos judiciales. Autores como Cesar Becaria 

abogaron por la humanización del derecho penal, especialmente, a través 

de su obra De los delitos y sus Penas (1764) para incorporar garantías a 

los procesados y denunciar el exceso de las sanciones de muerte y los 

tormentos infligidos a los acusados. Consolidándose desde allí el rol 

trascendental de los abogados, especialmente, en las causas penales y en 

las diferentes expresiones de la potestad sancionadora del Estado con el 

propósito mayor de garantizar juicios justos, dignos, permeados de 

garantías a los procesados independientemente del resultado de las 

causas.  

En la época moderna, la evolución se acompasa a las necesidades de 

sociedades complejas y diversas, el advenimiento de las revoluciones 

industriales, las cuales generaron relevantes transformaciones sociales, 

económicas, de pensamiento de derechos y libertades, así como el 

descubrimiento y evolución de las nuevas tecnológicas. 
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Sumado a lo anterior, surge la concepción de la filosofía política de Estado 

de derecho en contraposición al absolutismo, noción que se le atribuye 

inicialmente a Immanuel Kant, luego, al jurista alemán Robert Von Mohl 

en su obra “La ciencia de política alemana en conformidad con los 

principios de los Estados de derecho”.7 

 

Entre las características que identifican el Estado de derecho se destacan las 

siguientes:  

1. La suscripción de la Constitución, con la finalidad de garantizar la seguridad 

jurídica entre el Estado y el individuo. 

2. La separación de poderes, frente a la cual Montesquieu refirió que las funciones 

del Estado deben dividirse en diferentes órganos, como el Legislativo, Ejecutivo 

y Judicial, para garantizar un control mutuo entre poderes y evitar su 

concentración. 

3. El principio de legalidad, caracterizado por la supremacía de la ley y la 

Constitución. 

4. El principio de la garantía de los derechos fundamentales, orientado a limitar al 

Estado y preservar al individuo frente a la arbitrariedad de las autoridades. 

5. La seguridad jurídica y protección de la confianza, mediante la cual el Estado 

debe ser garante de la paz jurídica bajo el fundamento de que las normas deben 

ser claras y determinadas, así como darse a conocer por medios idóneos al 

público.8 

 

Asimismo, se encuentra el Estado social de derecho, con antecedentes en el “Estado 

de bienestar” o Estado social”. Sin embargo, este concepto se atribuye al jurista alemán 

Hermann Héller, cuya concepción favorece la igualdad social real incorporada en la 

Constitución y la ley, con derechos sociales, fundamentales, políticos y civiles. 

Por otro lado, se comprenden principios como la dignidad humana, el libre desarrollo 

de la personalidad, el derecho a la vida y la integridad personal, la igualdad, la prohibición 

 
7 VARGAS, op. cit., párrs. 5-7. 
8 VILLAR BORDA, Luis, “Estado de derecho y estado social de derecho”, Revista derecho del Estado, 2007, 
no. 20, pp. 73-96. https://tinyurl.com/yjy2nya5 
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de toda discriminación, la protección al matrimonio y la familia, el derecho a la vivienda, a 

la educación, a la propiedad, a un ambiente sano y a la cultura.9  

Respecto a la profesión jurídica en Estados sociales de derecho, su ejercicio es más 

exigente y relevante debido a la incorporación de los derechos fundamentales, sociales, 

políticos y civiles en la Constitución y el ordenamiento jurídico, particularmente cuando los 

Estados que adoptan esta concepción no cuentan con el avance y desarrollo requeridos para 

su realización ni con la capacidad económica para ejecutar este propósito mayor. Así, quienes 

ejercen la profesión se ven compelidos a realizar mayores esfuerzos para la materialización 

de los derechos y libertades de quienes recurren a la representación en sus causas, lo que 

conlleva, en algunos casos, a que la finalidad del Estado social de derecho se convierta en 

una idealización utópica.   

En la época contemporánea, la responsabilidad del ejercicio de la profesión jurídica 

se acrecienta para mantenerse a la vanguardia y responder a las necesidades actuales, luego 

del colapso de la sociedad de las naciones y el final de la Segunda Guerra Mundial. Por ello, 

los estados se comprometieron a crear la Organización de las Naciones Unidas (ONU) en 

1945 y la Carta de las Naciones, lo que resultó en la Declaración Universal de los Derechos 

Humanos (DUDH) en 1948, con la cual los Estados se obligaron a respetarlos y a darles una 

amplia gama en las constituciones.10  

Lo anterior comporta el afianzamiento del Sistema Universal y Regional de los 

Derechos Humanos, la firma y ratificación de los tratados internacionales incorporados en 

los andamiajes jurídicos de los Estados y todo lo que ello conlleva, es decir, el compromiso 

de los Estados firmantes con la promulgación y materialización de los derechos humanos. De 

este modo, deben adecuar sus ordenamientos jurídicos y direccionar los órganos estatales a 

este propósito mayor.   

Por otro lado, el Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos 

(SIDH) fue concebido a partir de la Organización de los Estados Americanos (OEA) en 1948. 

Además, en 1959 emergió la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) como 

órgano cuasi judicial. Más adelante, en 1969, surgió la Corte IDH a través de la Convención 

Americana de Derechos Humanos (CADH) o Pacto de San José de Costa Rica, suscrita en la 

 
9 Ibid. 
10 GARZÓN BUENAVENTURA, Edgar Fabián, “De la supremacía de la Constitución a la Supremacía de la 
Convención”, Verba Luris 2014, no. 31, pp. 189-204. https://doi.org/10.18041/0121-3474/verbaiuris.31.52  
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Conferencia Especializada Interamericana sobre los Derechos Humanos, adoptada del 7 al 

22 de noviembre de 1969. Esta entró en vigor el 18 de julio de 1978, conforme con el artículo 

74.2 de la Convención como órgano judicial vinculante en sus decisiones a los Estados que 

aceptan su jurisdicción. 

El control de convencionalidad es una institución creada por la Corte IDH 

(…) los sistemas nacionales, especialmente sus jueces, tienen la obligación 

de hacer ejercicios de compatibilidad entre las normas domésticas y los 

preceptos de los tratados internacionales de Derechos Humanos, en 

conjunto con las decisiones jurisprudenciales que deriven de los órganos 

de control de aquellos.11 

 

La doctrina de la convencionalidad se consolida como una figura aplicable por los 

Estados que han ratificado la CADH, aprobada por Colombia mediante la Ley Aprobatoria 

17 de 1972, así como otros tratados internacionales, no menos importantes, como la 

Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 

(Ley 249 de 1995). De ese modo, el Estado colombiano los ha incorporado al ordenamiento 

jurídico mediante la cláusula del bloque de constitucionalidad, lo que afianza el compromiso 

y la responsabilidad con la protección de los derechos humanos, así como el trabajo de 

quienes ejercen la profesión jurídica para su materialización, con el fin de generar impactos 

y profundas transformaciones sociales. 

Como consecuencia de los diferentes pronunciamientos de la Corte IDH, en los que 

se ha declarado responsable internacionalmente a varios Estados, incluyendo al colombiano, 

a raíz de la violación de derechos humanos, se han generado condenas y órdenes de adoptar 

medidas de no repetición, en las cuales se involucra, de manera trascendental, el ejercicio de 

la profesión jurídica. Por esta razón, los abogados deben conocer el sistema internacional 

para acceder a este bajo el principio de complementariedad, en el evento en que en los 

ordenamientos jurídicos internos no se obtenga la justicia solicitada.  

 
11 RAMOS VÁSQUEZ, Eréndira Nohemí, “Control de convencionalidad y trascendencia de la jurisprudencia 
interamericana”, en MARTÍN, María; ZEPEDA, Guillermo y SALAZAR, Pedro (Coords.), Aportes de Sergio 
García Ramírez al sistema interamericano de derechos humanos, Universidad Nacional Autónoma de México, 
México, 2022, p. 192. 
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Otra de las realidades en los Estados contemporáneos es el ejercicio de la dinámica 

judicial y administrativa mediante la virtualidad como consecuencia del virus SARS-Cov-2, 

lo que paralizó la cotidianidad del mundo. Por ende, los Estados se vieron obligados a adoptar 

medidas para garantizar el acceso a la administración de justicia, entre ellos, el Estado 

colombiano. Por lo tanto, se adoptó una normativa primero-transitoria y luego permanente 

para garantizar el acceso a la administración de justicia a través de las Tecnologías de la 

Información y la Comunicación (TIC), lo que generó que quienes ejercen la profesión 

jurídica se prepararan ante esta nueva realidad. 

Lo mismo sucede con la latente convivencia de la IA en la existencia humana y la 

necesidad de los Estados de ejercer control sobre esta, por lo que la Comisión Europea adoptó 

el primer Convenio Marco sobre Inteligencia Artificial, Derechos Humanos, Democracia y 

Estado de Derecho, con el fin de enfocar la IA en el ser humano y buscar la coherencia con 

los derechos humanos, establecer un enfoque basado en el riesgo, determinar los principios 

clave para una IA confiable y garantizar la transparencia en el contenido generado por la IA, 

entre otros.12 

En tal marco, los Estados adoptan políticas públicas y una legislación que regula el 

uso e interacción de la IA con la existencia humana, lo que incluye la administración de 

justicia y la responsabilidad de adoptar medidas para privilegiar los derechos humanos, sin 

que se constituya como un riesgo, lo que requiere la capacitación de quienes ejercen la 

profesión jurídica para convivir con la IA. 

Finalmente, se destaca la apuesta de los ordenamientos jurídicos para reafirmar el uso 

de los MASC, sean autocompositivos o heterocompositivos, como forma de acceder a la 

justica a través del acuerdo entre las partes, con la finalidad de fomentar la cultura del diálogo, 

la prevención del conflicto e insistir en la paz y la reconstrucción de los tejidos sociales. Esto 

conlleva no solo una preparación y conocimientos jurídicos, sino también metodologías 

especializadas para lograr el acercamiento de las partes en conflicto y consensuar soluciones 

frente a estos.   

 

 
12 Cfr. Consejo de Europa, Convenio Marco sobre Inteligencia Artificial, Derechos Humanos, Democracia y 
Estado de Derecho, 2024.  
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III. RESPONSABILIDAD DEONTOLÓGICA EN EL EJERCICIO DE LA 

PROFESIÓN JURÍDICA 

En el presente capítulo se aborda la responsabilidad deontológica de quienes ejercen la 

profesión jurídica frente a la sociedad y a las personas que representan, con el propósito de 

materializar sus derechos y libertades, en relación con el sistema judicial y jurídico de los 

Estados, las diferentes tesis para abordar la deontología y la regulación de la profesión a 

través de códigos éticos y normas que catalogan el deber ser en la profesión. 

El concepto de deontología deviene de la palabra δέον, δέοντος (déon, deóntos), que 

significa “el deber”, y el sufijo logos, que significa “tratado” o “ciencia”. Término 

que fuera utilizado por primera vez por el filósofo inglés Jeremy Bentham en su 

obra Deontología o ciencia de la moral (1834), por lo que la deontología es el 

tratado del actuar correctamente y de lo que “debe ser” en un trabajo, una profesión, 

oficio o ámbito laboral, en donde el objetivo es determinar normas, preceptos y 

reglas que regulen la conducta y el desempeño laboral encaminado hacia lo que es 

recto y apropiado.13 

 

“La deontología es aquella parte de la filosofía que trata del origen, la naturaleza y el 

fin del deber, en contraposición a la ontología, que trata de naturaleza, el origen y el fin del 

ser”.14 Esta rama establece los deberes y las virtudes con las que se debe ejercer determinada 

profesión. En cuando a las virtudes, resulta necesario destacar lo siguiente:  

Aristóteles planteó que la virtud no se limita a ser un conjunto de normas 

éticas, sino que es una disposición hacia todos los aspectos de la vida. 

Destacó virtudes como la valentía, la templanza, la justicia y la prudencia, 

las cuales son vitales para una existencia plena y ética. Por tanto, estas no 

son cualidades innatas, sino que se desarrollan a través de la educación y 

de la práctica constante. 

Garcés y Giraldo (2014) refirieron que Aristóteles explicó de dónde 

provienen las virtudes dividiéndolas en virtudes de orden moral (o ético) y 

virtudes de orden intelectual o dianoética: 

 
13 Universidad Nacional Autónoma de México, Deontología profesional, párr. 1. https://tinyurl.com/4sn2rvvr 
14 CHINCHILLA SANDÍ, Carlos, “El abogado ante la moral, la ética y la deontología jurídica”, Revista de 
Ciencias Jurídicas, 2006, no. 109, p. 214. https://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=10218211 
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[…] La dianoética se origina y crece principalmente por la enseñanza, y 

por ello requieren experiencia y tiempo; la ética, en cambio, procede de la 

costumbre […] de este hecho resulta claro que ninguna de las virtudes 

éticas se produce en nosotros por naturaleza; puesto que ninguna cosa que 

existe por naturaleza se modifica por costumbre.15  

 

En este orden de ideas, es preciso determinar si la ética y la moral son dos 

concepciones distintas, puesto que, por lo general, tienden a unificarse e identificarse como 

sinónimos. Para Vilchez,16 la ética se refiere a la disciplina filosófica que constituye una 

reflexión sobre los problemas morales, mientras que la moral es el conjunto de normas y 

valores que cada generación transmite a la siguiente, en la confianza de que se trata de un 

buen legado de orientaciones sobre el modo de comportase para llevar una vida “buena y 

justa”. Así, equipar los dos conceptos como símiles constituye un uso inapropiado. 

Para Meza,17 la moral se comprende dentro de los hábitos que regulan la conducta, es 

decir, una habilidad biocultural mediante la cual el ser humano delibera entre lo que debe y 

no debe realizar, en consideración con los valores, las creencias, las normas y las costumbres 

que definen la identidad de un grupo. Estos son elementos históricamente desplegados que 

posibilitan la cohesión y la coerción por medio de la exclusión en una población. 

Por tanto, la moral es este conjunto de elementos históricamente 

desplegados que permiten la cohesión y la coerción mediante la exclusión 

dentro de una población. Por otro lado, la ética se convierte entonces en 

una reflexión filosófica de la moralidad dedicada a postular principios y 

criterios de valor, de esta manera se considera que tiene una doble 

funcionalidad teórica y práctica, explicó Linares Salgado.18 

Existen una serie de diferencias conceptuales y de contenido entre la moral 

y la ética; no obstante, también hay campos de conexión entre ambas. 

Tanto la moral como la ética orientan nuestras acciones. No obstante, la 

 
15 VARGAS, op. cit., párrs. 12-14. 
16 VILCHEZ, Yolimar, “Ética y moral. Una mirada desde la gerencia pública”, Revista de Formación 
Gerencial, 2012, no. 2, pp. 232-247. 
17 MEZA HERNÁNDEZ, Gabriela, Moral y ética, distinciones y ¿progresos?, 2022. 
https://tinyurl.com/5dxtx2dm 
18 Ibid, párr. 4. 



Revista Primera Instancia. ISSN: 2683-2151. Número 25. Volumen 13. Julio-diciembre 2025. PP. 221-249. 

__________________________________________________________________________________________________ 

233 

moral orienta nuestra conducta directamente, por su parte, la ética no 

tiene por qué tener una incidencia inmediata en nuestra vida cotidiana, 

puede servir de modo indirecto de orientación pues su objetivo es indicar 

qué concepción moral es más razonable.  

(…) En este sentido, podemos decir que no podemos separar en forma 

absoluta la moral y la ética, lo vivido y lo reflexionado pues reflexionamos 

en la vida “nuestras razones nacen de nuestra concreta moral y los bienes 

que buscamos son los bienes concretos de nuestra tradición. Nuestra 

racionalidad depende de lo particular, del contexto, de nuestra historia y 

no podemos salir de esta finitud e historicidad hacia principios abstractos 

y universales salvo en la ficción o el sueño”. 19  

 

De este modo, si bien la moral se comprende como los usos y costumbres que se 

cimientan en determinado grupo o población según las construcciones históricas trasmitidas, 

estas inciden en la ética individual y confluyen en los comportamientos del individuo y el rol 

que desempeña en la sociedad. Sin embargo, respecto a las conductas que se catalogan como 

el deber ser en el ejercicio de la profesión, la concepción predominante es la ética.  

Frente a la ética profesional del abogado, Luban y Wendel20 realizaron una 

rememoración importante de lo que ha sido la teoría de la ética profesional como disciplina 

moderna, la cual se asienta desde el año 1970, cuando se identificaron dos oleadas y una 

tercera como interrogante: 

“La “Primera Oleada” en la que vincula la disciplina con la filosofía moral, la cual se 

concentra en los conflictos que se producen entre la moral ordinaria de los abogados y su 

ética de rol”.21 Según los autores, fue generada por los movimientos sociales y la agitación 

social y política de las décadas de 1960 y 1970 en tiempos de Martín Luther King, Malcolm 

X, la lucha por la igualdad racial, el inicio del movimiento feminista moderno, la guerra de 

Vietnam y el movimiento pacifista, cuando obraba una pérdida de la confianza política en las 

instituciones. 

 
19 CHINCHILLA SANDÍ, op. cit., pp. 213-214. 
20 LUBAN, David y WENDEL, Bradley, “La filosofía de la ética profesional: una historia entrañable”, Revista 
de Derecho, 2020, no. 2, vol. 33, pp. 49-78. http://dx.doi.org/10.4067/S0718-09502020000200049  
21 Ibid, p. 49. 
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Resumimos las tesis de la primera oleada en cuatro puntos: (1) La ética 

profesional no es solo una cuestión de doctrina jurídica; en su nivel más 

elemental es parte integral de la filosofía moral. (2) La principal pregunta 

a responder, respecto de la profesión de abogado, es cómo conciliar la 

ética del rol con la moral “ordinaria” o “común”, cuando entran en 

conflicto. (3) La ética del rol se desarrolla en la, así llamada, concepción 

“estándar”, según esta, el abogado debe celosamente defender los 

intereses legítimos del cliente, a la vez que mantiene neutralidad moral 

frente a esos fines y frente a los medios jurídicamente legítimos para 

alcanzarlos. Para esta concepción el abogado es también inmune a 

reproches por cualquier “daño colateral” que pueda causar con su 

representación. (4) Las tesis de la ética del rol giran en torno a la 

importancia moral de la relación abogado-cliente, el valor de la 

autonomía del cliente, y la importancia del sistema adversarial.22  

La “Segunda Oleada” se preocupa más bien por el papel que juega el rol 

del abogado en la representación jurídica en la mantención y promoción 

de una democracia pluralista (…) La concepción de la segunda oleada 

comienza desde el objeto político del sistema jurídico en condiciones de 

pluralismo social. Con esto nos referimos a una sociedad que presenta 

convicciones morales y religiosas diversas, que a veces compiten.23 

Las que siguen son las tres principales tesis de la segunda oleada de 

contribuciones académicas de ética profesional: (1) La ética profesional 

es parte integrante de la filosofía política, no de la filosofía moral. (2) La 

función política de las instituciones jurídicas es resolver disputas en una 

sociedad pluralista. (3) Esto último exige que los abogados se abstengan 

de formular juicios morales de sus clientes, y entiendan que su rol es actuar 

como mandatarios de los clientes, y seguir las obligaciones jurídicas 

positivizadas en códigos de ética. El desarrollo del argumento se puede 

encontrar en el libro del filósofo neozelandés Tim Dare, y también en una 

 
22 Ibid, p. 64. 
23 Ibid, pp. 69-45. 
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monografía de uno de los autores del presente artículo (Wendel)67. 

Versiones ligeramente diferentes se pueden encontrar en los trabajos de 

Kate Kruse, Daniel Markovits, Alice Woolley, y Norman Spaulding, todos 

autores de la segunda oleada.24 

 

En este sentido, la posible “Tercera Oleada” trazada como interrogante por los autores 

se fundamenta en caminos de la ética profesional conductual, donde se establece una 

asociación entre el derecho, la psicología y la neurociencia al razonamiento moral. Una 

segunda concepción es la ética de las virtudes, donde toda hazaña humana implica un agente, 

una acción y unas consecuencias buenas o malas, conforme con el consecuencionalismo; por 

ello, las teorías deontológicas se enfocan en la naturaleza intrínseca del acto. Esta 

perspectiva, que se remonta a Aristóteles, se basa en el “carácter” del agente, lo que se 

denomina “ética de la virtud”. 

Finalmente, se destaca la teoría de la relación fiduciaria, es decir, la relación entre el 

abogado y el cliente, que surge de un mandato conferido por el cliente al abogado como 

mandatario, En esta relación, el abogado es sujeto de obligaciones fiduciarias con sus 

mandantes, cuyo origen se concentra en el mandato. De este modo, emergen porciones de 

regulación disciplinaria, como las prohibiciones de conflictos de interés, las prohibiciones y 

el compromiso del profesional probono, que pudieran devenir de otras fuentes y orígenes.25  

Frente a estas tres concepciones, se considera que, en la actualidad, estas confluyen 

entre sí, debido a que el rol de los abogados se integra en la responsabilidad de velar 

celosamente por los intereses del cliente y actuar con probidad frente a lo que está legalmente 

permitido en los ordenamientos jurídicos. Igualmente, converge la responsabilidad de 

cumplirle a la institucionalidad y a la democracia pluralista a través de la representación 

jurídica en las diferentes estancias procesales. Por ello, el actuar de quienes ejercen la 

profesión comporta unas consecuencias jurídicas disciplinarias y penales en el evento en que 

se aleje de lo que se establece como el deber ser en las normas y códigos de ética, respecto a 

los compromisos adquiridos mediante los mandatos conferidos por los representados.  

 
24 Ibid, pp. 66-67. 
25 Ibid. 
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Cabe advertir que las responsabilidades adquiridas por los profesionales han 

suscitado que los Estados ejerzan control y regulación para el ejercicio de la abogacía, 

cimentado en un catálogo de principios generales que enmarcan la actividad jurídica y 

conforman tribunales con la función de disciplinar a los abogados cuando se alejan del deber 

ser en el ejercicio de la profesión y de los principios que lo fundamentan. 

En lo relativo a los principios internacionales de conducta para la práctica profesional, 

la International Bar Association,26 en la reunión del Consejo en Varsovia el 28 de mayo de 

2011, consideró que el ejercicio de la profesión jurídica en el mundo se basa en 10 principios 

comunes, en los que subyacen todas las reglas nacionales e internacionales que rigen la 

conducta de los abogados. Estos constituyen la base de la defensa legal y la piedra angular 

de todas las garantías fundamentales en una democracia. 

Los principios internacionales se basan en las reglas nacionales de la profesión de los 

Estados de todo el mundo, los Principios Básicos sobre la Función de los Abogados, 

adoptados por el Octavo Congreso de las Naciones Unidas sobre la Prevención del Crimen y 

el Trato a Delincuentes en 1990, y la DUDH. 

En tal marco, se plantean como principios comunes la garantía y protección de la 

independencia del abogado para asesorar al cliente, incluso en cuanto a las probabilidades de 

éxito del caso. Así, el abogado debe mantener los estándares de honestidad, integridad y 

justicia frente a los clientes, tribunales, colegas y todas aquellas personas con quienes entre 

en contacto profesional. Además, no debe asumir una posición en la que los intereses del 

cliente entren en conflicto con los intereses del abogado, de otro abogado de la misma firma 

u otro cliente, salvo que sea permitido por la ley.27 

El abogado deberá en todo momento mantener y serle otorgada la 

protección de confidencialidad respecto a los asuntos de clientes actuales 

o pasados, salvo que lo contrario sea permitido o requerido por la ley y/o 

por reglas de conducta profesional aplicables. 5. Intereses de Clientes. El 

abogado deberá tratar los intereses de clientes como primordiales, 

siempre y cuando no haya conflictos con los deberes del abogado frente a 

los tribunales y los intereses de la justicia, con el cumplimiento de la ley, 

 
26 International Bar Association, Principios Internacionales de Conducta para la Profesión Jurídica de la IBA, 
2011. https://www.ibanet.org/MediaHandler?id=5DE6D556-56D0-4FA2-95DA-34996601FFD1 
27 Ibid. 
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y el mantenimiento de los estándares éticos. 6. Compromisos del Abogado. 

El abogado deberá honrar de manera oportuna cualquier compromiso 

dado en el curso de su práctica como abogado de manera oportuna y hasta 

que dicho compromiso sea cumplido o sea liberado o excusado. 7. Libertad 

del cliente. El abogado deberá respetar la libertad de los clientes de ser 

representados por el abogado de su elección. Salvo impedimento impuesto 

por reglas de conducta profesional o la ley, el abogado será libre de 

aceptar o rechazar un caso.28 

 

En síntesis, los principios referidos denotan que, en la actualidad, la responsabilidad 

de quienes ejercen la profesión jurídica comprende una amplia gama de obligaciones que se 

acrecientan aún más con el concepto de los derechos humanos. Por consiguiente, deben velar 

por su protección y materialización, así como generar impactos y transformaciones en la 

humanidad, con un compromiso frente al propósito mayor de que el derecho se centre en el 

ser humano y su protección, por lo que alejarse de estas obligaciones comporta una 

responsabilidad que tendrá como consecuencia medidas disciplinarias y penales. 

 

IV. INJERENCIAS INDEBIDAS Y LA RESPONSABILIDAD DE LOS ESTADOS DE 

PROTEGER LA LIBERTAD E INDEPENDENCIA DE LA PROFESIÓN JURÍDICA 

En el presente capítulo se exponen las realidades de quienes ejercen la profesión, 

especialmente en Colombia y América Latina, es decir, las posibles injerencias indebidas en 

su ejercicio libre e independiente que repercuten en sus propios derechos, particularmente en 

los de las personas que representan en los diferentes escenarios y jurisdicciones, conforme 

con las normas jurídicas y tratados internacionales, así como la responsabilidad y los desafíos 

de los Estados de adoptar medidas para prevenirlas y conjurarlas en beneficio de la 

materialización de los derechos humanos. 

Ante la relevancia de la profesión jurídica en las estructuras de los Estados, en la 

administración de justicia y en la protección de los derechos humanos, así como los diferentes 

factores e intereses sociales, políticos y jurídicos que inciden en su ejercicio, la Comisión de 

 
28 Ibid. p. 6. 
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los Derechos Humanos,29 mediante la Resolución 1994/41, visibilizó los frecuentes ataques 

contra la independencia de jueces y abogados, así como la conexión entre el debilitamiento 

de la salvaguarda para el sistema judicial, el ejercicio de la profesión jurídica y la gravedad 

de las violaciones de derechos humanos. 

Por ello, se decidió designar un Relator Especial para abordar la independencia de 

magistrados y abogados por un periodo inicial de tres años, mandato que fue concedido al 

Consejo de Derechos Humanos mediante la Resolución 60/251 de la Asamblea General, el 

que fue prorrogado por un año con sujeción al examen que lleva el Consejo, mediante la 

Decisión 2006/102.30  

Posteriormente, emergieron diferentes resoluciones mediante las cuales se prorrogó 

consecutivamente el mandato: las Resoluciones 8/6, 17/2, 26/7, 35/11 y 44/8. Recientemente, 

el mandato del Relator Especial fue prorrogado por tres años más mediante la Resolución 

53/12 del Consejo de Derechos Humanos, con el propósito de identificar los ataques contra 

la independencia del poder judicial, los abogados y los funcionarios judiciales, establecer los 

avances y mejoras al respecto, y realizar recomendaciones y sugerencias para promover la 

aplicación de una perspectiva de género en su trabajo.31 

Durante estos años, se registró e identificó un número importante de ataques contra 

jueces y fiscales, además de restricciones al ejercicio libre e independiente de la profesión 

jurídica, lo que fue puesto en conocimiento de las autoridades nacionales de los diferentes 

estados. Recientemente, la Asamblea General de las Naciones Unidas-Consejo de Derechos 

Humanos, en el informe A/HRC/50/36 del 13 de junio a 8 de julio de 2002, en seguimiento 

a la Resolución 44/8 y a través del relator especial Diego García-Sayán, se pronunció respecto 

a la protección de los abogados contra injerencias indebidas en el ejercicio libre e 

independiente de la profesión jurídica.32 

El Relator Especial constató, con preocupación, una tendencia creciente a nivel global 

de prácticas que menoscaban, limitan, restringen u obstaculizan el ejercicio de la abogacía.  

 
29 Comisión Interamericana de los Derechos Humanos. Resolución 1994/41. 
30 Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, “Acerca del mandato. 
Relator Especial sobre la independencia de magistrados y abogados”, s.f., https://tinyurl.com/4cbra3x6 
31 Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, “Relator Especial sobre 
la independencia de los magistrados y abogados”, s.f., https://tinyurl.com/4m497zcr 
32 Cfr. Asamblea General de las Naciones Unidas, “Protección de los abogados contra injerencias indebidas en 
el ejercicio libre e independiente de la profesión jurídica. Informe del Relator Especial sobre la independencia 
de los magistrados y abogados, Diego García-Sayán”, 2022. https://docs.un.org/es/A/HRC/50/36 
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Asimismo, insistió en la necesidad de la protección de las personas que practican la 

profesión jurídica, debido a que su libre ejercicio constituye un elemento clave de las 

garantías judiciales que aseguran procesos y juicios justos, así como la protección y 

materialización de los derechos humanos. En la actualidad, estos profesionales cumplen una 

labor fundamental para la consolidación del Estado de derecho y en los Estados con una 

concepción social de derecho. 

El relator visibilizó las realidades y vulnerabilidad de los abogados 

especialmente cuando su ejercicio tiene como propósito el reconocimiento 

de garantías de los procesados, la lucha contra la corrupción, la defensa 

de los derechos humanos, los derechos de las mujeres, la protección de 

minorías étnicas raciales, religiosas nacionales, pueblos indígenas, medio 

ambiente y casos de connotación pública. En este sentido, se advierte la 

necesidad en la protección y consolidación del Estado de derecho a todas 

las personas que ejercen funciones de abogacía. 

Sumado a esto, se enfatizó en los estándares internacionales y regionales 

que fundamentan la protección de la profesión jurídica en los Estados de 

derecho entre los cuales hace referencia al Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos, la observación general No. 13, la Resolución 

núm.35/12. Estos conllevan a reflexionar en que los Estados, sin excepción 

alguna, tienen el deber de garantizar la independencia y libre ejercicio de 

los abogados, claro está, en cumplimiento del marco jurídico y la ética. Lo 

anterior se realiza mediante la adopción de medidas efectivas de orden 

legislativo, policial y las necesarias para que ejerzan sus funciones sin 

ningún tipo de injerencia indebida, formas de acoso incluyendo el judicial, 

amenazas o intimidación, así como que no deben ser identificados con sus 

clientes o las causas como resultado del desempeño de sus funciones o 

compromisos. 

En lo que corresponde a los patrones de interferencia indebidas en el 

ejercicio de la profesión, se identificó la intrusión en los colegios de 

abogados o asociaciones profesionales. Se estableció que los códigos de 

ética en algunas regiones son utilizados para intimidar y perseguir a los 
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abogados, por lo que estos deben respetar los derechos fundamentales de 

los asociados como la libertad de expresión. A su vez, deben ser redactados 

por las propias asociaciones de abogados y que, cuando sean establecidos 

por la legislación, la profesión jurídica debe ser consultada en todas las 

etapas del proceso legislativo. 

Sumado a esto, señaló otros patrones, ataque a la integridad física y 

psicológica del abogado y su familia; ataques mediáticos a la reputación 

profesional, particularmente, en causas de relevancia social; 

estigmatización, difamación y campañas de desprestigio en medios de 

comunicación y redes sociales exponiéndolos incluso a ser objeto de 

atentados contra su vida y honra. Con esto se desdibujó el objetivo de la 

defensa jurídica y de los profesionales que llevan a cabo la representación 

de sus clientes, lo cual no quiere decir que el abogado apruebe lo que hace 

su representado o cometa un delito para defenderlo. 

Hizo referencia a los procedimientos disciplinarios en el que se indicó que 

estos deben adelantarse de conformidad con las garantías del debido 

proceso legal, dignidad humana, presunción de inocencia conforme a las 

normas y tratados Internacionales. Asimismo, identificar la manera en 

que, para imponer medidas disciplinarias, los fundamentos ambiguos dan 

lugar a interpretaciones excesivamente abiertas que pueden generar 

incertidumbre e impredecibilidad y, por ende, violar el principio de 

legalidad. 

Igualmente, refirió el quebrantamiento del secreto profesional a través de 

la intervención de comunicaciones entre clientes y abogados para luego 

ser utilizadas en juicio. Sin duda, actuaciones que atentan contra el 

principio de confidencialidad que debe reinar entre cliente y abogado en 

procura del debido proceso. En tanto que el principio de confidencialidad 

está destinado a proteger comunicaciones verbales y escritas entre 

abogados, así como entre el abogado y su cliente. Por lo que los Estados 

deben adoptar medidas inicialmente preventivas frente a posibles 

injerencias indebidas para que los abogados ejerzan los legítimos 
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derechos y deberes profesionales, ampararlos en su integridad puesto que 

es latente el alto riesgo de los abogados como consecuencia de su función 

en la administración de justicia. 

Estos conllevan a reflexionar en que los Estados, sin excepción alguna, 

tienen el deber de garantizar la independencia y libre ejercicio de los 

abogados, claro está, en cumplimiento del marco jurídico y la ética. Lo 

anterior se realiza mediante la adopción de medidas efectivas de orden 

legislativo, policial y las necesarias para que ejerzan sus funciones sin 

ningún tipo de injerencia indebida, formas de acoso incluyendo el judicial, 

amenazas o intimidación, así como que no deben ser identificados con sus 

clientes o las causas como resultado del desempeño de sus funciones o 

compromisos.33 

 

Asimismo, aunque muchos países, dentro de su ordenamiento jurídico y sus 

legislaciones, garantizan el ejercicio libre e independiente de las actividades profesionales 

del derecho, estas garantías, con frecuencia, no se materializan, lo que requiere medidas 

institucionales y jurídicas efectivas por parte de los Estados. 

En el contexto latinoamericano, es evidente que obra una analogía de conflictos en 

los diferentes países y Estados, especialmente conflictos armados no internacionales, 

territoriales y de índole político, donde se manifiestan polarizaciones de ideologías y 

concepciones que inciden en el ejercicio de la profesión jurídica. Por ende, esta es objeto de 

interferencias indebidas por diferentes actores, con la aquiescencia de los mismos Estados e 

instituciones. 

Durante el año 2021, América Latina pasó por una serie de retos humanitarios, como 

la violencia armada, los conflictos, los desplazamientos internos, la migración, la 

desaparición de personas y la problemática de la situación carcelaria, lo que conlleva a la 

violación sistemática de derechos humanos. En Colombia, se determinó una creciente 

 
33 VARGAS, op. cit., párrs. 18-24. 



Revista Primera Instancia. ISSN: 2683-2151. Número 25. Volumen 13. Julio-diciembre 2025. PP. 221-249. 

__________________________________________________________________________________________________ 

242 

exacerbación en la situación humanitaria como consecuencia de los conflictos armados no 

internacionales, donde la principal víctima es la población civil.34 

Respecto a estas problemáticas humanitarias en América Latina, el SIDH, a través de 

la CIDH en su función cuasi judicial y de la Corte IDH en su función judicial, ha tenido 

conocimiento y se ha pronunciado mediante decisiones en las que ha declarado la 

responsabilidad internacional de los Estados por la violación de derechos humanos, con la 

imposición de condenas y medidas de no repetición.   

En lo que concierne a las violaciones de derechos humanos de abogados defensores, 

la Corte IDH35 declaró responsable internacionalmente al Estado colombiano, siendo esta la 

razón por la que estableció condenas y medidas de no repetición por la violación de los 

derechos de los miembros de la Corporación Colectivo de Abogados (CAJAR). 

Derechos como a la vida, a la integridad personal, a la vida privada, a la 

libertad de pensamiento y expresión, la autodeterminación informática, a 

conocer la verdad, a la honra, a las garantías judiciales, a la protección 

judicial, la libertad de asociación, de circulación y de residencia, a la 

protección a la familia, los derechos de la niñez y el derecho a defender 

los derechos humanos contenidos en la Convención Americana de 

Derechos Humanos y la Convención para Prevenir, Sancionar y Erradicar 

la Violencia Contra La Mujer (Convención Belém Do Para) en perjuicio 

de las y los miembros de la Corporación Colectivo de Abogados (CAJAR). 

Lo anterior en razón a los actos de violencia, intimidación, hostigamientos 

y amenazas ejercidos desde la década de los 90 en contra de las y los 

miembros del colectivo de abogados CAJAR por el ejercicio de la profesión 

y defensa de Derechos Humanos, en los que víctimas y familiares tuvieron 

que desplazarse de sus hogares dentro y fuera del territorio colombiano 

para salvaguardar sus vidas ante el desamparo del Estado. Estos hechos 

se vieron agravados por la falta de una investigación adecuada para 

 
34 Comité Internacional de la Cruz Roja, “América Latina: violencia armada, conflictos, desplazamiento interno, 
migración, desaparición, entre los principales desafíos humanitarios del 2021”, 2022, 
https://tinyurl.com/ajejdj87.  
35 Cfr. Corte IDH, “Caso Miembros de la Corporación Colectivo de Abogados “José Alvear Restrepo” vs. 
Colombia. Sentencia del 18 de octubre del 2023”, 2024, 
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_544_esp.pdf 
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identificar y sancionar a los responsables (CIDG, 2023). De igual manera, 

la Corte determinó la existencia de una situación diferenciada frente al 

riesgo de las mujeres defensoras por concretas razones de género, 

involucrando su núcleo familiar como madres, extendiendo el riesgo a sus 

hijos, hijas y otros miembros de su familia. Así como agresiones e 

intimidaciones realizadas en su condición de mujeres.36 

 

En el referido fallo, por primera vez, se reconoce el derecho a la autodeterminación 

informativa como un derecho autónomo, cuyo contenido alude a la facultad de acceder y 

controlar los datos de carácter personal en poder de los órganos públicos y en registros o 

bases de datos de particulares. En este caso, se refiere a los abogados defensores de derechos 

humanos y a derechos como la privacidad, la honra, el acceso a la información, la salvaguarda 

de la reputación y, en general, la dignidad humana de la persona.37  

Así, se destaca el derecho a defender los derechos humanos, en lo que corresponde 

con la posibilidad de ejercer, sin limitaciones ni riesgos, actividades y labores dirigidas a la 

defensa, la promoción y la protección de los derechos humanos, así como las libertades 

fundamentales. Además, se evidencian omisiones en la efectiva actuación del sistema de 

justicia para esclarecer los hechos de agresión y el establecimiento de responsabilidades. 

Entre las medidas de no repetición ordenadas, se incluye el reconocimiento de 

responsabilidad y excusas públicas por parte del Estado colombiano, la declaración del Día 

Nacional de las Personas Defensoras de Derechos Humanos y la creación de un fondo de 

protección para las personas defensoras.38 

Frente a las medidas ordenadas por la Corte IDH, el Estado colombiano expidió el 

lineamiento en materia de violaciones de derechos de las personas defensoras de derechos 

humanos, en las que se incluyen los abogados (Circular 13 de 2024).  

Las entidades nacionales y territoriales deben revisar minuciosamente las 

denuncias que hacen las personas defensoras de derechos humanos, toda 

 
36 VARGAS, op. cit., párrs. 25-26. 
37 Cfr. Ministerio de Justicia y del Derecho de Colombia, “Fallo de la Corte Interamericana contra Colombia 
por las graves violaciones de Derechos Humanos al colectivo de abogados José Alvear Restrepo”, 2024. 
https://tinyurl.com/yr2wve73.  
38 Ibid. 
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vez que sus derechos pueden estar en riesgo y deben brindar protección 

durante todo el tiempo que exista la amenaza, de acuerdo con las 

competencias de cada entidad y a los protocolos y procedimientos de 

valoración del riesgo.39 

 

Se considera la conexión entre el derecho a las garantías y la protección judiciales 

con el acceso a la administración de justicia y la verdad, así como la obligación de las 

entidades estatales de reparar conforme con las medidas no adoptadas y las circunstancias de 

vulnerabilidad de las víctimas. La decisión en comento vislumbra la obligatoriedad para los 

Estados de proteger el ejercicio de la profesión para mantenerla libre de interferencias 

indebidas mediante la adopción de medidas efectivas; sin embargo, no se alude a una medida 

clave.  

De las líneas anteriores se vislumbran los desafíos que enfrenta el ejercicio de la 

profesión jurídica para la materialización de los derechos humanos, especialmente en 

América Latina, donde inciden la ideología política, la religión dominante y la ineficacia, 

principalmente, del sistema judicial, en el que distan lo establecido en las normas nacionales 

e internacionales y la realidad social de los Estados. 

La problemática se agudiza cuando la ideología política de turno determina cuáles 

derechos se priorizan y cuáles se invisibilizan. Por ejemplo, los gobiernos fundamentados en 

principios de izquierda priorizan los derechos económicos, sociales y culturales, mientras 

que los conservadores propenden por priorizar el orden; a su vez, los Estados en transición y 

posconflicto se centran en la justicia transicional, la memoria y la reparación. 

Frente a las referidas variables, quienes ejercen la profesión jurídica con enfoque de 

derechos humanos se exponen a diferentes riesgos, entre los que se destacan: 

 Aquellos relacionados con la seguridad física mediante amenazas directas, 

ataques y homicidios. 

 La estigmatización en sus actuaciones. 

 Riesgos jurídicos y profesionales mediante la criminalización del abogado. 

 
39 Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, “Lineamiento en materia de violaciones de derechos de las 
personas defensoras de derechos humanos (DDHH). Circular 13 del 2024” 2024, p. 1. 
https://tinyurl.com/5a8eyp9z 
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 Procesos disciplinarios y sanciones encaminados a entorpecer su función. 

 La revictimización procesal. 

 

De igual manera, se presentan riesgos sociales, como la obligación de salir del país 

con ocasión de su ejercicio, lo que conlleva al exilio y al quebrantamiento y exposición de 

sus vínculos familiares; así como riesgos digitales, entre ellos la interceptación de 

comunicaciones, la violación del secreto profesional, las campañas de desprestigio en redes 

sociales y la incautación de bases de datos e información de clientes y víctimas. 

Estos riesgos se acrecientan cuando el caso tiene relevancia social, política o 

religiosa, se presenta en territorios con presencia de grupos ilegales o armados, u ocurre en 

momentos de tensión política, lo que conlleva al desamparo del profesional que ejerce la 

profesión jurídica bajo amenaza de derechos humanos. 

   Frente a dichas realidades, se presentan como desafíos la conformación de un 

órgano estatal que proteja exclusivamente el ejercicio de la profesión jurídica, en tanto que, 

si bien existen colectivos o colegios de abogados, se requiere de un órgano general con dicho 

propósito. En España se encuentra conformado el Consejo General de la Abogacía Española, 

el cual vela por la representación de los sectores profesionales colegiados, el ejercicio 

consultivo de los poderes Legislativo y Ejecutivo, la defensa del modelo colegial moderno 

sujeto al control universal deontológico y disciplinario basado en la excelencia profesional, 

funciones entre las que se encuentra la protección de la profesión jurídica.40 

En conjunto, la conformación de órganos en América Latina permitiría concentrar la 

protección de la profesión jurídica en asuntos que involucren derechos humanos y libertades 

fundamentales, pues todos los derechos de las personas se integran en los derechos inherentes 

a la condición humana. Estos órganos garantizarían la materialización de las medidas 

adoptadas por los Estados para asegurar el ejercicio libre e independiente de la profesión, con 

el propósito de contribuir a la eficacia, promoción y materialización de derechos humanos, 

amparando a los abogados que tienen a su cargo el mandato superior en Estados de derechos 

y sociales de derecho.         

El acceso a medidas cautelares y provisionales garantizadas por el Sistema Regional 

Interamericano, la implementación de mecanismos nacionales, la conformación y 

 
40 Cfr. Unión Profesional, Consejo General de la Abogacía Española. https://tinyurl.com/4h57xcz2 
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fortalecimientos de redes y colectivos de abogados para la protección del ejercicio de la 

profesión jurídica, así como la edificación e implementación de protocolos para prevenir y 

conjurar las violaciones de derechos humanos. 

 

V. CONCLUSIONES 

La profesión jurídica ha pervivido y trascendido a través de la historia de la humanidad, 

consolidándose actualmente como un elemento esencial en los Estados de derecho y la 

protección de los derechos humanos en las diferentes estancias procesales. Esto conlleva 

responsabilidades orientada a generar impactos jurídicos positivos en la sociedad, contribuir 

a la trasformación de realidades y al reconocimiento de derechos y libertades de los 

representados, así como actuar con la lealtad frente a las partes, el sistema judicial y el 

andamiaje estatal. 

Existe una latente vulnerabilidad y desprotección de los abogados y abogadas, así 

como patrones e injerencias indebidas en su ejercicio libre e independiente, lo que repercute 

en sus derechos a la vida, la integridad e incluso extiende el daño a su núcleo familiar. 

Los Estados tienen la responsabilidad de implementar las medidas necesarias para 

garantizar el ejercicio libre e independiente de la profesión jurídica, especialmente en casos 

con enfoque en derechos humanos, así como para prevenir y conjurar las injerencias e 

interferencias indebidas con ocasión de la ideología política y religiosa dominante de los 

gobiernos de turno. 

Se requiere la conformación y fortalecimiento de órganos en América Latina 

encaminados a la protección de la profesión jurídica en asuntos que involucren derechos 

humanos y libertades fundamentales, que garanticen el acceso al Sistema Interamericano 

mediante medidas cautelares y provisionales, así como la implementación de mecanismos 

nacionales y protocolos para amparar a los profesionales amenazados y perseguidos debido 

a su función en Estados de derecho y sociales de derecho.   
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